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El consentimiento presunto y la 
reciprocidad como mecanismos para 

aumentar la donación de órganos

Alejandra Zúñiga F.a

Presumed consent and reciprocity  
as means to increase organ availability  

for transplantation

Chile became the third country in the world (after Israel and Singapore) to 
introduce the rule of reciprocity to receive an allograft. This means that if an 
individual opts for not being an organ donor, loses priority to receive a transplant. 
Despite the difficulties associated with its implementation, the recent Chilean 
reform that also incorporated the presumed consent, should be studied by those 
countries that are trying to overcome the severe lack of organ availability for 
transplantation.  
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En los últimos años, la opinión técnica, 
política y pública en muchos países se ha 
inclinado a favor de la regla del “consen-

timiento presunto” en materia de donación de 
órganos para trasplante como mecanismo que 
mejora y promueve eficazmente la donación. En 
un intento por abordar los decepcionantes resul-
tados que tuvo la reforma a la Ley de donante de 
órganos, Chile modificó la normativa en octubre 
de 2013 introduciendo importantes enmiendas 
que, más allá de las dificultades prácticas que 
revisaremos, han permitido incorporar las reglas 
del “consentimiento presunto” y el principio de 
“reciprocidad”.

Este artículo revisa la experiencia chilena y 
las razones que le llevaron a unirse a Singapur1 e 
Israel2 como países pioneros en la introducción 
de la reciprocidad en la asignación de órganos 
para trasplante a fin de aumentar el registro de 
donantes. Se trata de una iniciativa que, sorpren-
dentemente, ha recibido muy poca atención, a 
pesar de establecer un precedente notable que, 
según evidencia la experiencia comparada, podría 
convertirse en un recurso verdaderamente útil.

La reforma legislativa

Las normativas sobre trasplante de órganos 
pueden clasificarse en función del carácter, la 
condición y el ejercicio del consentimiento del 
donante. De este modo, es posible identificar 
distintos modelos de trasplante en atención, pri-
mero, a si es necesario o no que conste la voluntad 
expresa del donante del órgano. Si lo es, se trata de 
un modelo de donación “explícita” o “opting in”; 
de lo contrario, si se asume que todas las personas 
son potenciales donantes a menos que señalen lo 
contrario, estamos ante un modelo de “consen-
timiento presunto” u “opting out”. Si no existe 
condición para ser beneficiario de una donación 
de órganos, estamos ante el modelo de donación 
“universal”. Si, en cambio, la voluntad de donar se 
convierte en un requisito para ser receptor de un 
órgano (es decir, si a los individuos nos es exigible 
la reciprocidad), el modelo será “condicionado”3. 
Este es uno de los cambios que han sido introdu-
cidos por la nueva ley chilena y que sólo existía, 
desde 1986, en Singapur y, desde 2010, en Israel.

Las leyes de consentimiento presunto son 
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desde hace muchos años, una de las principales 
herramientas de los países que muestran las más 
altas tasas de donación en el mundo. Desde ya, a 
España –a la cabeza en donación mundial de órga-
nos– le siguen Bélgica, Austria, Francia, Finlandia, 
Polonia, Suecia, Noruega, Italia, Luxemburgo, 
Hungría, Grecia, República Checa y Eslovenia, 
entre otros. “La evidencia sugiere que el consen-
timiento presunto se asocia con un incremento en 
la tasa de donación de órganos, aun cuando haya 
otros factores que también influyan”4.

Si bien la relación entre la presunción de 
consentimiento y las tasas de donación es com-
pleja –pues inciden también otros factores, como 
la disponibilidad de donantes potenciales, la 
infraestructura para trasplante y la inversión en 
el cuidado de la salud5– los estudios realizados 
muestran que las leyes de consentimiento presunto 
tienen un índice superior de donaciones, de apro-
ximadamente 25 a 30%, en comparación con los 
países de consentimiento explícito6. Es por ello que 
la inmensa mayoría de los modelos de trasplante 
con buenos resultados son de consentimiento 
presunto, universal y restringido. España –junto 
con Austria– posee un modelo de consentimiento 
presunto, universal y absoluto7.

Singapur aprobó la Ley de Trasplante de Ór-
ganos Humanos (HOTA) en 1987, que aplica la 
regla de prioridad con un sistema opt-out. Si una 
persona no se opone a donar sus órganos después 
de la muerte, se le da automáticamente prioridad 
para recibir un órgano en caso de necesitarlo en 
el futuro8. De ese modo, el sistema proporciona 
un doble incentivo para la donación: evita el costo 
de hacerse no donante y da prioridad en la lista de 
espera9. Si bien la combinación de la presunción 
de consentimiento y priorización parece haber 
tenido cierto éxito en el aumento de las donaciones 
en Singapur10 lo cierto es que ni aún este método 
puede prevenir el problema de los free-riders esto 
es, de aquellos que se aprovechan del sistema sin 
aportar en nada a su mantenimiento11.

A su turno, en enero de 2010, la Organ Trans-
plant Act 2008, que regula la donación y adju-
dicación de órganos, entró en vigencia en Israel 
estableciendo un sistema de puntos que da carácter 
preferencial para recibir un órgano a quienes 
están dispuestos a ser donantes. Como resultado 
el sistema establece una tabla escalonada que 
incluye la máxima prioridad, prioridad regular y 
segunda prioridad. La máxima prioridad se otorga 

a: (a) quienes han firmado el consentimiento de 
donación o a los familiares directos de personas 
que han donado sus órganos (b) y a quienes han 
donado en vida un riñón o hígado a un receptor 
no especificado. La prioridad regular la tienen 
aquellos candidatos que poseen una tarjeta de 
donantes. Por último, la segunda prioridad se da 
a quienes, sin poseer la tarjeta de donante, tienen 
un familiar directo que sí ha manifestado su inten-
ción de donar al momento de su muerte. “Desde 
la vigencia de la ley, Israel ha sido testigo de un 
número récord de firmas de la tarjeta de donante 
y se ha producido un aumento significativo en el 
número real de trasplantes”12.

El camino recorrido en Chile

Como se muestra a continuación, el crecimien-
to de la donación de órganos en Chile disminuyó 
drásticamente en el año 2007. Si bien los donantes 
aumentaron de 53 en 1993 a 147 en 2000, el cre-
cimiento se detuvo y cayó de manera constante 
a partir de entonces. Esto llevó a las autoridades 
sanitarias a seguir el ejemplo de España en la in-
troducción de la institución del consentimiento 
presunto13 (Figura 1).

La Ley del Donación de órganos (Ley 20.413), 
vigente desde enero de 2010, introdujo el con-
sentimiento presunto y estableció un Comité de 
Coordinación de Trasplantes y un Registro de no 
donantes. Para registrarse como no donante se 
permitió que las personas expresaran su voluntad 
en el Registro Civil al momento de la obtención o 
renovación de su carnet de identidad o licencia de 
conducir. Como consecuencia, los datos oficiales 
mostraron una drástica caída en la donación de 
órganos, las tasas de trasplante y el aumento con-
siderable del registro de no donantes. De enero 
de 2010 a julio de 2012, unos 2.780.223 chilenos 
optaron por ser no donantes al renovar los docu-
mentos de identidad o de conducir. En 2010 los 
donantes reales cayeron a un mínimo de 92 (el más 
bajo en 15 años). Incluso considerando el impacto 
negativo del terremoto de febrero de 2010 por la 
pérdida de instalaciones hospitalarias, la tendencia 
negativa se mantuvo14,15.

Un estudio mostró que más de 70% de los en-
cuestados desconocían el alcance de la nueva ley, 
mientras que 16% consideraba que el sistema de 
donación y trasplante de órganos estaba de alguna 
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manera sujeto a las fuerzas del mercado. Exhibien-
do una enorme desconfianza y desinformación, 
12% señaló que “sólo los ricos” tienen acceso a 
los órganos obtenidos, mientras que 13% temía 
que el personal sanitario “le dejara morir” a fin 
de hacerse con sus órganos16.

En un intento por hacer frente a los decep-
cionantes resultados, en octubre de 2013 Chile 
modificó la ley instaurando la exigencia de dejar 
constancia de la voluntad de no ser donante en un 
documento “especial” firmado ante notario, que 
pasaría a formar parte del Registro Nacional de No 
Donantes. La función de este Registro es doble. 
Primero, se deja constancia de quienes no desean 
ser donantes y, segundo, entrega una herramienta 
adicional a los médicos encargados de seleccionar 
a los receptores de órganos quienes deben colocar 

en segunda prioridad a los inscritos en el registro.
Según muestra la tabla, las enmiendas lograron 

aumentar la donación de órganos en 65% año tras 
año, revirtiendo la tendencia a la baja del período 
anterior. En general, desde 2010, los donantes 
de órganos han aumentado más de 100% y el 
trasplante de órganos en más de la mitad. En el 
pasado año la donación de órganos alcanzó los 
112 donantes efectivos (Figura 2). 

Hay que tener presente que la reforma no 
revocó las declaraciones de voluntad hechas 
durante la vigencia de la primera etapa de la ley, 
de modo que las personas que eligieron ser no 
donantes entre los años 2010-2013 igualmente 
perderían prioridad para fines de trasplante de 
órganos lo que, sin duda, plantea serios problemas 
de justicia. 

Figura 2. Donantes de órganos (Chile 
1998-septiembre de 2014). Fuente: 
Ministerio de Salud.
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Figura 1. Donantes de órganos en 
Chile, 1993-2010. Fuente: Corporación 
del trasplante.
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Discusión

La fuerte caída y el rebote subsiguiente de los 
índices de donación de órganos es bastante llama-
tiva. La conclusión ineludible que se desprende 
de estos datos es que los chilenos son donantes 
sólo porque la alternativa es “demasiado com-
plicada”. En otras palabras, la mayoría prefieren 
no donar. Indirectamente, esta observación 
significaría que los efectos positivos de un sis-
tema de consentimiento presunto en Chile, y 
posiblemente en otros lugares, se basan en el 
hecho de que algunas personas son demasiado 
pasivas o cómodas como para inscribirse en el 
registro de no donantes. Si ese es el caso, entonces 
surgen preguntas sobre la legitimidad moral de la 
institución. En otras palabras, si es moralmente 
legítimo obligar a la gente a ser donante de órga-
nos y, a su turno, penalizar a quienes no lo son 
despojándolos de prioridad17.

La incorporación del principio de reciprocidad 
en la ley pretendió transformarse en un potente 
incentivo para favorecer la donación de órganos. 
Existen razones de utilidad e instrumentales para 
la reciprocidad, toda vez que si se sabe que no se 
recibirá un órgano si no se es donante, probable-
mente habrá mayor voluntad para serlo y, con ello, 
serán más las vidas que podrán salvarse. Si una 
persona pretende recibir un órgano, debe estar 
dispuesto a su vez a dar uno propio18.

El sistema es consistente con la idea de que, 
ya que la oferta de donantes de órganos ha sido 
altamente superada por la demanda y que es-
tamos ante lo que podemos calificar como un 
“recurso social muy escaso”, los principios de 
justicia distributiva demandan la incorporación 
de una regla de altruismo recíproco. Ello permite 
corregir la injusticia derivada de los llamados “free 
riders”, aquellas personas que utilizan recursos 
sociales limitados eludiendo aportar al costo de 
su producción. La voluntad de ser donante de 
órganos o tejidos a cambio de ganar la calidad de 
“elegible” para la recepción de los mismos, parece 
un requisito moral básico de justicia. 

Algunos autores han derivado el deber de 
reciprocidad de un deber moral general llamado 
“deber de ayuda mutua” o “deber de socorro”. Este 
deber moral ha sido el fundamento de las leyes 
promulgadas en diferentes países que obligan a 
todos los ciudadanos (no sólo médicos o policías) 
a ayudar a una persona en grave peligro, en la me-

dida en que ello no signifique un costo excesivo o 
un riesgo real para el socorrista19.

Con el consentimiento presunto los órganos 
para trasplante, una vez que han sido donados, se 
transforman en un bien público pues es el Estado 
el que regula su adjudicación. A su turno, todas 
las personas –como ocurre con los bienes públi-
cos– tienen derecho a ellos cuando los necesitan, 
incluso los free riders, pues la norma chilena esta-
blece una regla de prioridad para el trasplante, no 
de exclusión. Jarvis sostiene que “aquellos y sólo 
aquellos que eligen potencialmente contribuir al 
sistema, están en posición de beneficiarse de él”20. 
Ello permitiría disminuir la demanda de órganos 
–pues se excluiría a quienes han optado por no 
sumarse al esquema de donación–, aumentaría el 
número de donantes –pues claramente la gente 
preferirá formar parte del sistema y, finalmente 
como beneficio marginal, se promovería la soli-
daridad y el altruismo en vez del egoísmo.

¿Qué críticas se han planteado a este tipo de 
normas? Posiblemente el cuestionamiento más 
importante al consentimiento presunto es la 
afirmación de que sí se genera un costo signifi-
cativo para las personas, pues quienes no formen 
parte de los registros de no donantes serán más 
propensos a recibir una atención subóptima del 
personal médico cuando estén en un estado crí-
tico, a fin de aumentar los órganos disponibles. 
Esta creencia es infundada pues los profesionales 
de la salud ven la pérdida de un paciente como 
un fracaso profesional y ningún médico recibe 
beneficios financieros por informar a las agencias 
de obtención de órganos que tienen un potencial 
donante bajo su cuidado. Por lo demás, las posi-
bilidades de necesitar un trasplante son, de hecho, 
lo suficientemente bajas como para que la regla de 
preferencia pueda beneficiar a alguna persona en 
particular con una real necesidad médica21.

Otra crítica que se ha levantado en contra de la 
regla de prioridad dice que las personas deberían 
donar órganos sólo por razones altruistas y que la 
existencia de incentivos no altruistas envilece el 
carácter filantrópico del sistema. Kolber responde 
que los incentivos de  prioridad no reducen las 
ocasiones para el altruismo, sino que sólo aumen-
tan el rango de oportunidades para ser donantes 
potenciales. No reducen el comportamiento al-
truista pues los que tienen prioridad aun así están 
haciendo una donación, sólo que están donando 
a un pozo de acceso limitado22. 
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Por cierto, aunque las reglas de prioridad 
puedan disminuir los actos altruistas, ello no sig-
nifica que la reciprocidad sea una norma injusta 
o arbitraria. Cosa distinta, parece una regla que 
impide que quien toma una decisión poco soli-
daria pueda luego aprovecharse de quienes en su 
momento optaron por el altruismo. En materia de 
adjudicación de recursos escasos sanitarios críticos 
–como son los órganos para trasplantes–, si bien 
el criterio general es que los recursos se asignen 
sobre la base de la necesidad sanitaria, lo cierto es 
que nada impide que ese criterio se complemente 
con otro que promueva de mejor manera la justicia 
y la eficiencia, especialmente si se entiende, con 
Rawls, que “sólo quienes están dispuestos a hacer 
justicia, tienen derecho a ella”23.

Se trata, además, de una regla que promueve 
la eficiencia puesto que los incentivos negativos 
podrán servir para modificar decisiones que, 
muchas veces, se toman sin considerar las conse-
cuencias para otros. Con este requisito se obliga 
a las personas a ser empáticas, por lo que tendrán 
una actitud más cuidadosa y solidaria al momento 
de decidir qué hacer con sus órganos24.

La directora del Servicio de Donación y Tras-
plante del Sistema Nacional de Salud del Reino 
Unido (NHS Blood and Transplant), Sally Johnson, 
llamó a debatir una nueva ley de trasplante que 
considere la inclusión del consentimiento pre-
sunto y la reciprocidad. “Almost everyone would 
take an organ if they needed one-but only 57% of 
families agreed to donation when they were asked…
is it fair to take if you won’t give?”25. Dicho de otra 
forma, es necesario considerar que, en materia 
de adjudicación de órganos (el recurso sanitario 
más escaso que existe) las consideraciones clínicas 
no son suficientes para tomar decisiones finales 
pues ¿puede ser justo tomar un órgano si no estás 
dispuesto a dar?

Conclusiones

La idea de ofrecer un lugar prioritario a los 
donantes registrados como incentivo, sumado a 
la regla del consentimiento presunto, permitirá 
que muchas más personas se hagan donantes de 
órganos y, con ello, se salven más vidas. Se trata de 
una regla moral potente que se ubica en la base de 
la denominada “ética Kantiana”, en el sentido de 
actuar de tal manera que el propio comportamien-
to se pueda alzar en regla universal de conducta.

La vieja teoría del contrato social se sustenta en 
la premisa de que es posible derivar un beneficio 
social mayor cuando la gente actúa en su propio 
interés. Es decir, bajo un esquema en el que cada 
cual decide sobre la base de aquello que más le 
conviene, se actúa también en el interés de toda 
la comunidad promoviéndose el bien común. 
Además, la regla de la reciprocidad permite recibir 
los beneficios mientras se está vivo imponiendo 
los costos sólo una vez que hemos muerto lo cual, 
finalmente, no sólo es justo, sino que pareciera ser 
un buen trato. 
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